


 
 

 

 y defendido por la letrada    ; 

apelado, “Intrum Justitia DEBT Finance AG” (en adelante “Intrum”), 

representada por el procurador      

y defendida por la letrada    ; y siendo 

parte también el Ministerio Fiscal. 

 

 

 

 

A N T E C E D E N T E S D E H E C H O 

 

 

 

 

PRIMERO. El Juzgado de Primera Instancia número 6 de Badajoz, 

con fecha 15 de diciembre de 2021, dictó sentencia, cuya parte 

dispositiva dice así: 

 
<<Estimo parcialmente la demanda interpuesta por el procurador  

  , en representación    

, frente a Intrum Justitia Debt Finance, representada por  

   . Declaro que la demandada ha 

cometido intromisión ilegítima en el derecho al honor del actor. La 

demandada indemnizará al actor en la suma de 900 euros, más 

intereses legales>>. 

 
SEGUNDO. Contra la expresada resolución se interpuso en tiempo y 

forma recurso de apelación por la representación de   

. 

 
TERCERO. Admitido el recurso por el Juzgado, de conformidad con 

lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil, se dio traslado a 

las demás partes personadas para que en el plazo de diez días 

presentaran escrito de oposición al recurso o, en su caso, de 

impugnación de la resolución apelada en lo que les resultara 

desfavorable. 



 

 

 

CUARTO. “Intrum” y el Ministerio Fiscal se opusieron al recurso. 

Tras ello, se remitieron los autos a este tribunal, previo 

emplazamiento de las partes; donde se formó el rollo de Sala y se 

turnó la ponencia, señalándose para deliberación y fallo el día 27 

de julio de 2022, quedando los autos en poder del ponente para 

dictar sentencia en el plazo previsto en el art. 465 LEC. 

 
Ha sido ponente el magistrado      

. 

 

 

F U N D A M E N T O S D E D E R E C H O 

 

 

 

 

 

PRIMERO. Objeto del recurso. 

 

 

La sentencia de instancia ha condenado a “Intrum” por 

intromisión ilegítima en el honor de    . El 

demandante, sin embargo, recurre dicha decisión por considerar 

simbólica la indemnización. También impugna el pronunciamiento en 

costas. 

 

 

SEGUNDO. Resumen de los hechos relevantes. 

 

 

Como se desprende de las pruebas practicadas, constan probados 

los siguientes hechos: 

 
i) Supuestamente  tenía una deuda con 

“Caixabank” por importe de 350,90 euros. 

 
ii) “ ” cedió ese supuesto crédito a “Intrum”. 



 

 

 

iii) “Intrum” remitió a   una carta de notificación de 

requerimiento previo de pago, por medio del prestador del servicio 

“Servinform,SA” no constando su entrega ni su devolución. 

 
iv)   , por cuenta de “Intrum”, ha estado 

dado de alta en el fichero de morosos “Experian” desde el 5 de 

noviembre de 2020 hasta el 30 de abril de 2021). 

 
vi) Los datos del actor fueron consultados varias veces por 

compañías telefónicas. 

 

 

TERCERO. Único motivo del recurso: error en la valoración de la 

prueba y en la interpretación y aplicación de las normas y en 

relación con la doctrina jurisprudencial en la materia. 

 
El actor combate la indemnización concedida, que considera 

simbólica. Señala que una indemnización de este tipo tiene un efecto 

disuasorio inverso. No disuade de persistir en sus prácticas 

ilícitas a las empresas que incluyen indebidamente datos personales 

de sus clientes en registros de morosos, pero sí disuade de entablar 

una demanda a los afectados que ven vulnerado su derecho al honor 

puesto que, con toda probabilidad, la indemnización no solo no les 

compensará el daño moral sufrido, sino que es posible que ni 

siquiera cubra los gastos procesales si la estimación de su demanda 

no es completa. 

 
“Intrum” replica que ha sido condenada al pago de la cantidad de 

900 euros, más los intereses legales, y ello después de un 

pormenorizado examen de cada uno de los criterios orientadores que 

la sentencia del Tribunal Supremo de fecha 19 de abril de 2002 

estableció para calcular la indemnización. El Ministerio Fiscal 

también pide la confirmación de la sentencia si bien no se pronuncia 

sobre el importe de la indemnización. 

 
Este motivo se estima. 



 

 

 

 

 

Como señala la jurisprudencia, la inclusión de los datos de una 

persona en un registro de morosos sin cumplirse los requisitos 

legales es indemnizable. En primer lugar, por la afectación a la 

dignidad en su aspecto interno o subjetivo y, además, en el externo 

u objetivo relativo a la consideración de las demás personas. Para 

valorar este segundo aspecto ha de tomarse en consideración la 

divulgación que ha tenido tal dato, pues no es lo mismo que solo 

hayan tenido conocimiento los empleados de la empresa acreedora y 

los de las empresas responsables de los registros de morosos, a que 

el dato haya sido consultado por un número mayor o menor de los 

asociados al registro de morosos. 

 
También sería indemnizable el quebranto y la angustia producida 

por las gestiones más o menos complicadas realizadas por el afectado 

para lograr la rectificación o cancelación de los datos 

incorrectamente tratados. 

 
La existencia del perjuicio se presumirá siempre que se acredite 

la intromisión ilegítima. La indemnización se extenderá al daño 

moral que se valorará atendiendo a las circunstancias del caso y a 

la gravedad de la lesión efectivamente producida, para lo que se 

tendrá en cuenta en su caso, la difusión o audiencia del medio a 

través del que se haya producido. También se valorará el beneficio 

que haya obtenido el causante de la lesión como consecuencia de la 

misma. 

 
Dada la presunción iuris et de iure, esto es, no susceptible de 

prueba en contrario, de existencia de perjuicio indemnizable, el 

hecho de que la valoración del daño moral no pueda obtenerse de una 

prueba objetiva no excusa ni imposibilita legalmente a los 

tribunales para fijar su cuantificación, a cuyo efecto ha de tenerse 

en cuenta y ponderar las circunstancias concurrentes en cada caso. 

Se trata, por tanto, de una valoración estimativa, que en el caso de 

daños morales derivados de la vulneración de un derecho fundamental 

del art. 18.1 de la Constitución, ha de atender a los parámetros 



 

 

 

previstos en el art. 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982, de acuerdo con 

la incidencia que en cada caso tengan las circunstancias relevantes 

para la aplicación de tales parámetros, utilizando criterios de 

prudente arbitrio. 

 
Como es obvio, es materia muy casuística. No hay criterios 

verdaderamente objetivos y uniformes. Además, no estamos hablando de 

un daño lineal, dependerá de las circunstancias concurrentes en cada 

caso. 

 
Así, la sentencia del Tribunal Supremo 512/2017, de 21 de 

septiembre, declaró simbólica una indemnización de 1.500 euros. 

Igualmente, lo ha hecho la sentencia del Tribunal Supremo 699/2021, 

de 14 de octubre, en el caso de una indemnización de 2.000 euros. 

Sin embargo, la sentencia 604/2018, de 6 de noviembre, dio por buena 

una indemnización de 1.000 euros. Asimismo, la sentencia del Supremo 

237/2019, de 23 de abril, confirmó la reducción practicada por una 

Audiencia que, en vez de 10.000 euros, solo concedió 3.000. De igual 

modo, la sentencia 130/2020, de 27 de febrero, rechaza el carácter 

simbólico de una indemnización de 2.000 euros. La sentencia 80/2022, 

de 2 de febrero, consideró simbólica una indemnización de 1.000 

euros y confirmó los 5.000 euros concedidos por el juzgado; eso sí, 

en el caso de dos inclusiones -una de ocho meses y otra de trece- 

que dieron lugar a diecinueve visitas. 

 
Son muy frecuentes las indemnizaciones de 3.000 euros, entre 

otras, confirman tal importe las sentencias del Tribunal Supremo 

672/2020, de 11 de diciembre; 130/2020, de 27 de febrero; 273/2019, 

de 23 de abril; 115/2019, de 20 de febrero y 613/2018, de 7 de 

noviembre. 

 
En el presente caso, el periodo de permanencia ilícito ha sido 

corto, seis meses. Además, solo constan tres consultas. 

 
En casos parecidos se han dado por buenas indemnizaciones de 

2.000 o 3.000 euros (por ejemplo, la sentencia del Tribunal Supremo 



 

 

 

237/2019, de 23 de abril). Viendo las singulares circunstancias del 

caso, nos parece justo y proporcionado fijar la actual indemnización 

en 3.000 euros. La propia juez de instancia, en su sentencia, 

reconoce que la indemnización, además de resarcir el daño moral, 

debe cumplir también un efecto disuasorio. En otras palabras, ha de 

tener cierto carácter sancionador, de modo que las entidades no 

puedan resultar beneficiadas por estas prácticas abusivas. Los 900 

euros de condena no previenen que “Intrum” sea ma ś  respetuosa con 

los derechos de sus clientes. 

 

 

CUARTO. Costas y depósito. 

 

 

De conformidad con el art. 398 LEC, estimado el recurso, no se 

imponen las costas de esta alzada. Las de primera instancia se 

imponen a “Intrum” por razón del principio del vencimiento (art.394 

LEC). Asimismo, ordenamos la devolución del depósito constituido 

para recurrir. 

 

 

 

 

Vistos los preceptos legales citados y los demás de general y 

pertinente aplicación, en nombre de S. M. el Rey y por la Autoridad 

que nos concede la Constitución, pronunciamos el siguiente: 

 

 

F A L L O 

 

 

 

Primero. Estimamos el recurso de apelación interpuesto por  

   contra la sentencia de 15 de diciembre de 2021 

dictada por el Juzgado de Primera Instancia número 6 de Badajoz en 

el procedimiento ordinario 573/2021 y modificamos dicha resolución 

para fijar la indemnización en la cantidad de tres mil euros (3.000) 

y para imponer las costas a “Intrum”. 



 

 

 

Segundo. No se imponen las costas de segunda instancia y 

ordenamos la devolución del depósito constituido para recurrir. 

 

 

Notifíquese a las partes interesadas esta resolución y, con 

certificación literal a expedir por el Sr. Letrado de la 

Administración de Justicia de esta Audiencia Provincial y del 

oportuno despacho, devuélvanse los autos originales al Juzgado de 

procedencia, para cumplimiento y ejecución de lo acordado. Archívese 

el original en el libro registro correspondiente de esta sección. 

 
Contra esta resolución no cabe recurso ordinario alguno. Solo se 

admitirán los recursos extraordinarios de casación por infracción 

procesal y de casación, si se fundan en los motivos y supuestos 

previstos, respectivamente, en los arts. 469 (en relación con la 

disposición final 16ª LEC) y 477 LEC, de los que conocerá la Sala de 

lo civil del Tribunal Supremo y que, en su caso, deberán 

interponerse por escrito ante este tribunal, en el plazo de los 

veinte días hábiles siguientes al de su notificación. 

 
Conforme a la disposición adicional 15ª LOPJ, la admisión a 

trámite del recurso precisará ingresar la cantidad de cincuenta 

euros en la cuenta de depósitos y consignaciones de este tribunal. 

 

 

Así, por ésta nuestra sentencia, de la que se unirá 

certificación al rollo de Sala, definitivamente juzgando, lo 

pronunciamos, mandamos y firmamos. 

 

 

 

 

 

 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 

sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 

que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 

las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 

víctimas o perjudicados, cuando proceda. // Los datos personales incluidos en esta resolución 

no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes. 




